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l.-  ANTECEDENTES

Primero.-   En  fecha 18 de abril de 2006 tuvo entrada  en  nuestra
Institución  escrito  de  queja en el que se hacía alusión  a  la  situación del
establecimiento  ...,  ubicado en ... de Alcañiz (Teruel),  en  el  que se
encontraban  alojados cerca de cuarenta ancianos,  algunos con
problemáticas físicas y psíquicas.  Señalaba la queja que el centro más que
un Hostal es una Residencia Mixta encubierta, con instalaciones deficientes,
sin  control  médico  y sin ningún tipo de personas  cualificadas
profesionalmente.

Esta  situación había sido denunciada por la Fiscalía  de  la Audiencia
Provincial  de  Teruel  a los Servicios Sociales competentes,  habiéndose
realizado  el día  10  de  marzo de 2006 una visita al Hostal  por  parte de la
Unidad de  Inspección  de Centros Sociales del Gobierno  de  Aragón.   En el
acta levantada con motivo de esta actuación se indicaba literalmente que  “la
actividad realizada en este establecimiento es la propia de una Residencia de
Ancianos  sin  ningún  tipo de adaptación y con múltiples  deficiencias que
funciona en condiciones de clandestinidad”.

Indicaba  la  queja que, en base a lo anterior, la Secretaría  General
Técnica  del  Departamento competente ordenó el día  13  de  marzo la
iniciación de un expediente sancionador al amparo de la Ley 4/1987,  de 25
de marzo, de Ordenación de la Acción Social, sin que hasta el momento se
tuviera constancia de la adopción de medida alguna al respecto.

Segundo.-   A la vista de lo anterior, se admitió la queja a supervisión
del  organismo  administrativo competente, dirigiendo a tal  fin  un  escrito al
Consejero  de  Servicios Sociales y Familia de la Diputación  General de
Aragón en el que se le solicitaba un informe sobre la cuestión planteada en el
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que se indicara, en particular, las medidas que se tenían previsto adoptar en
relación con el establecimiento y especialmente en defensa y protección de
los usuarios.

Tercero.-   En  fecha 31 de mayo de 2006 se recibió  el  siguiente
informe emitido  por la Secretaría General Técnica del Departamento  al que
nos dirigimos:

“Primero.-   Con  fecha de registro de entrada el día  9  de  marzo de
2006,  el  Fiscal  Jefe  de la Audiencia Provincial de  Teruel  remitió al
Departamento  de  Servicios Sociales y Familia informe  realizado  por la
Fiscalía  de Adscripción  Permanente de Alcañiz respecto  al  ...,  sito en el
término municipal de Alcañiz (Teruel). A criterio de la Fiscalía y según consta
en  el  informe  citado  <se trata de una Residencia de  Ancianos  con la
apariencia  legal  de  Hostal>, por lo que se solicita a este Departamento de
Servicios  Sociales  y  Familia la realización de una  inspección del
establecimiento.

Segundo.-  Atendiendo a la solicitud realizada, con fecha 10 de marzo
de  2006  se  giró  visita de inspección por personal  competente del
Departamento  de  Servicios Sociales y Familia al ..., levantándose como
consecuencia de la visita realizada Acta de Inspección nº TE 51/06, en la que
se reflejaban las siguientes irregularidades:

- La prestación en el establecimiento citado de la actividad propia de
una  residencia  de  ancianos mixta, en condiciones de clandestinidad y sin
llevar  a  cabo  ningún  tipo de adaptación de las condiciones  materiales y
funcionales a la normativa vigente en la materia.

-  La existencia de unas condiciones higiénico  sanitarias muy
deficientes, así como el alojamiento en el centro de usuarios no válidos que
precisan atención higiénico sanitaria específica sin que el personal del centro
esté capacitado para prestarla.

Tercero.-   A la vista de todo lo anterior, y tras la realización por esta
Secretaría  General  Técnica de actuaciones previas dirigidas  a  determinar,
con  la  mayor  precisión posible, los hechos susceptibles  de  motivar la
incoación de procedimiento sancionador y las circunstancias concurrentes, el
Secretario  General  Técnico del Departamento de Servicios  Sociales y
Familia acordó,  con fecha 21 de marzo de 2006, el inicio de procedimiento
sancionador a  D.  ...,  por la presunta comisión de infracciones  a  la Ley
4/1987, de 25 de marzo, de ordenación de la acción social, modificada por la
Ley13/2000, de 27 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.

Cuarto.-   En  el  Acuerdo de iniciación del procedimiento  se  pone de
manifiesto que los hechos que se imputan a D. ... podrían ser constitutivos de



las siguientes infracciones administrativas:

-  La  prestación  en el ... de la actividad propia de  una  residencia de
ancianos  mixta,  en  condiciones de clandestinidad, puede  constituir una
infracción  administrativa  muy grave de conformidad con  lo  dispuesto en el
artículo 46.5 a) de la Ley 4/1987, de 25 de marzo, de ordenación de la acción
social, modificada por la Ley 13/2000, de 27 de diciembre, que tipifica como
infracción: <El  ejercicio de actividades propias de  los  servicios y
establecimientos de acción social en condiciones de clandestinidad>

-  Por  su  parte,  el mantenimiento en el citado  centro  de unas
condiciones higiénico  sanitarias muy deficientes puede  constituir una
infracción administrativa grave prevista en el artículo 46.4 p) de la citada Ley
4/1987, de 25 de marzo. Dicho precepto tipifica como infracción grave: <No
garantizar una correcta organización higiénico sanitaria o no velar porque los
usuarios  cuenten  con  la atención médica necesaria, produciendo un  grave
riesgo o un perjuicio a los mismos>.

Quinto.-   Al amparo de lo dispuesto en el artículo 8.2 del Reglamento
del  procedimiento  para el ejercicio de la potestad sancionadora  de la
Comunidad Autónoma de Aragón, aprobado por el Decreto 28/2001,  de 30
de enero, del Gobierno de Aragón, el Acuerdo de inicio del procedimiento fue
dictado  conteniendo  un pronunciamiento preciso  acerca  de la
responsabilidad imputada, de tal forma que en él se propone la imposición a
D.  ... de una multa de veinte mil euros por la comisión de la infracción muy
grave, así como una multa de tres mil quinientos euros por la comisión de la
infracción grave.

Sexto.-   Con  fecha 28 de marzo de 2006, se notifica  en  forma al
imputado  el  Acuerdo de iniciación del procedimiento  sancionador,
recibiéndose escrito de alegaciones el día 18 de abril de 2006. En el escrito
presentado se solicitaba, asimismo, la apertura de un periodo probatorio.

Séptimo.-   A  la  vista de la solicitud formulada por  el  imputado, con
fecha 25 de abril de 2006 se acuerda la apertura de un periodo  de prueba,
por el plazo de quince días, remitiéndose al imputado con esa misma fecha la
notificación por la que se le da traslado del Acuerdo de apertura del periodo
probatorio adoptado.

Octavo.-   Por último, le comunico que, hasta la fecha de  emisión del
presente informe, no ha tenido lugar la práctica de ninguna otra actuación en
el  procedimiento  sancionador que se sigue en esta Secretaría  General
Técnica contra D. ..., en cuanto titular del ... “



ll.-  CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Primera.-   De  la información remitida por la Administración en el
presente expediente, constatamos que la irregular situación que denunciaba
la queja sobre las condiciones materiales del establecimiento  ... de Alcañiz,
perfil  del  usuario,  personal de atención y cumplimiento  de  la  normativa
vigente,  fue detectada  igualmente por el Servicio de Inspección  de Centros
del  Gobierno de Aragón en la visita que realizó al centro  el pasado mes de
marzo a instancia de la Fiscalía de la Audiencia Provincial de Teruel.

Así, en el Acta de Inspección nº TE 51/06 elaborada por los técnicos
de la Diputación General de Aragón se constata:

- La prestación en el establecimiento citado de la actividad propia de
una  residencia  de  ancianos mixta, en condiciones de clandestinidad y sin
llevar  a  cabo  ningún  tipo de adaptación de las condiciones  materiales y
funcionales a la normativa vigente en la materia.

-  La existencia de unas condiciones higiénico  sanitarias muy
deficientes, así como el alojamiento en el centro de usuarios no válidos que
precisan atención higiénico sanitaria específica sin que el personal del centro
esté capacitado para prestarla.

Segundo.-   Como consecuencia de lo anterior, la entidad pública nos
comunica que se ha incoado un procedimiento sancionador  contra  el titular
del  establecimiento  por  la presunta comisión de diversas  infracciones en
relación  con la Ley  4/1987, de 25 de marzo, de Ordenación  de  la  Acción
Social,  proponiéndose la imposición de la sanción de multa,  encontrándose
actualmente  el  proceso en trámite y, según se deriva  de  la  queja,
continuando el establecimiento con su actividad pese a la situación descrita.

Tercero.-   Así  pues, la Administración, a quien compete  la  función
inspectora  de todos los servicios y establecimientos de acción social  con el
objeto de comprobar el cumplimiento de la normativa de servicios sociales y
tutelar, de esa manera, los derechos de los usuarios (artículo 28 del Decreto
111/1992, de 26 de mayo, de la Diputación General de Aragón, por el que se
regulan  las condiciones mínimas que han de reunir  los  servicios y
establecimientos sociales especializados) ha desarrollado su labor de control
e  incoado  un  procedimiento sancionador a la vista de  las  deficiencias e
irregularidades detectadas, pero no ha adoptado ninguna medida provisional
o cautelar proporcional a la gravedad de las infracciones por las que se está
tramitando una posible sanción pecuniaria.

Teniendo en cuenta por un lado la clase de servicios que ha de prestar



el  establecimiento  en  cuestión, que carece de autorización  alguna de
funcionamiento  hasta  el punto de hablar los servicios  de  inspección de
“condiciones  de  clandestinidad” y, por otro lado, el tipo  de  usuarios del
centro,  personas  de  edad con mayor o menor grado de  dependencia y
precisadas  en  algunos  casos de asistencia directa, consideramos  que la
situación  detectada  por la inspección fiscal y administrativa  es lo
suficientemente  grave para valorar tanto la sanción a imponer,  en  su caso,
como  la  adopción  de  alguna medida preventiva en aras  a  una  adecuada
protección y defensa de los usuarios.

En  este  sentido,  dispone el Decreto 28/2001, de  30  de  enero, del
Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento
para el ejercicio de la potestad sancionadora de la Comunidad Autónoma de
Aragón :

<<  Artículo 4.  Medidas de carácter provisional

El  órgano  competente para iniciar o resolver podrá  adoptar en
cualquier  momento,  mediante acuerdo motivado, las medidas  de  carácter
provisional que resulten necesarias para asegurar la eficacia de la resolución
que pudiera recaer, el buen fin del procedimiento, evitar el mantenimiento de
los  efectos de  la  infracción y atender a las exigencias  de  los  intereses
generales.

Cuando  así  venga exigido por razones de urgencia  inaplazable,
también  los órganos  competentes para instruir el procedimiento  podrán
adoptar las medidas provisionales que resulten necesarias.

Las medidas de carácter provisional podrán consistir en la suspensión
temporal de actividades y la prestación de fianzas, así como en la retirada de
productos  o suspensión temporal de servicios por razones  de  sanidad,
higiene  o  seguridad,  y  en las demás previstas en las  correspondientes
normas específicas.

Las  medidas  provisionales deberán estar expresamente  previstas y
ajustarse  a la  intensidad, proporcionalidad y necesidades  así  como a los
objetivos que se pretenda garantizar en cada supuesto concreto >>

Y  en este  sentido, el Decreto 138/1990, de 9 de  noviembre, de la
Diputación  General  de  Aragón, por el que se regulan  las  infracciones y
sanciones  en materia  de acción social ordena al órgano  administrativo que
incoe el procedimiento  sancionador la adopción de medidas administrativas
cautelares, que  no  tienen carácter de sanción, en los  casos  de  riesgo
inminente  para  la  salud y seguridad de los usuarios,  posibilitando su
revocación  durante  la  tramitación posterior en función de  la  situación de
riesgo creada o de la gravedad de la infracción cometida.



lll.-  RESOLUCIÓN

Por todo lo anteriormente expuesto y en virtud de  las facultades que
me confiere la Ley 4/1985, de 27 de junio, Reguladora del Justicia de Aragón,
me permito formularle la siguiente

SUGERENCIA

Que por  los  Servicios competentes de la Diputación  General de
Aragón, y en virtud de la labor de control y fiscalización que les encomienda
la  normativa  vigente,  se valore la posibilidad de adoptar  las  oportunas
medidas  cautelares  en  salvaguarda de los intereses de  los  usuarios del
establecimiento  objeto  de la presente queja y en tanto  se  tramita el
procedimiento sancionador incoado al efecto.

Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no
superior  a  un  mes me comunique si acepta o no la Sugerencia  formulada,
indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa.

EL JUSTICIA DE ARAGÓN

FERNANDO GARCÍA VICENTE


